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///la ciudad de San Martín, a los 13 días del mes de junio del año dos mil seis, se reúnen en acuerdo los señores Jueces de la Sala II de la Excma. Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal Departamental, doctores Martín G. Moreno, María S. Petriz y Juan A. Iacaruso para dictar sentencia en la causa seguida a R., F. E. por el delito de HOMICIDIO CALIFICADO.



Practicado que fue el sorteo de ley, resultó que en la votación a efectuarse debía ser observado el siguiente orden: Dres.Petriz, Moreno y Iacaruso.-





A N T E C E D E N T E S  



El Señor Juez titular del Tribunal de Menores nro. 4 Departamental, doctor Carlos Alberto Gallardo, condenó al menor R., F. E. a la pena de quince años de prisión, accesorias legales y costas por el delito de homicidio calificado (art. 80 inc. 7mo. del C.P.).  



El pronunciamiento fue apelado por la Sra. Asesora de Incapaces nro.3 Dra. Viviana Ramirez a fs.313, concedido ”libremente” el recurso  a fs.320; radicada la causa en esta Sala a fs.322, expresó agravios la Sra. Asesora de Incapaces nro. 3 a fs.324/328 vta., se llamó autos para sentencia a fs.329 y efectuándose la audiencia que prescribe el art. 50 de la ley 10067, la presente causa se encuentra en condiciones de ser resuelta, por lo que el Tribunal resolvió plantear y votar las siguientes



C U E S T I O N E S 



PRIMERA:¿ Es justa la sentencia apelada?



SEGUNDA: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?




A LA PRIMERA CUESTION LA SRA. JUEZA DRA.PETRIZ DIJO:



A modo de introducción dejo en claro que a efectos de pronunciarme en el presente caso, teniendo en cuenta la fecha de iniciación del proceso y lo dispuesto por el art. 3º de la ley 12.059, me regiré por las disposiciones del Código de Procedimiento Penal en su redacción conforme la ley 3589, texto ordenado por decreto ley 1174/86 y al mismo corresponderán las citas legales que realizaré.



El fallo apelado condenó a R., F. E. a la pena de quince años de prisión, accesorias legales y costas por resultar autor penalmente responsable del delito de homicidio calificado (arts. 12 y 80 inc. 7mo. del C.P.).


La señora Asesora de Incapaces, expresó agravios a fs. 324/328 vta. manifestando su disconformidad con el quantum de la pena impuesta, contraria a su entender, con los principios rectores del derecho minoril, conforme arts. 49 inc. 1º y 89 de la ley 10.067, Convenciones internaciones y 75 inc. 22 de la C.N.. Asimismo se disconformó en cuanto la resolución impugnada, dispone el cambio de alojamiento del menor, una vez firme la sentencia, ordenando su traslado a la Unidad penitenciaria, contrariando la legislación vigente (art. 6º de la ley 22.276 en función del art. 127 del C.C. y 39 de la ley 10.067 y a la resolución dictada por la S.C.J.B.A. en expediente 3001-1565/012 bajo el nro. 04750).


El juez “a quo” consideró que luego de la internación dispuesta con respecto al procesado R. en institución de máxima seguridad, las numerosas sanciones disciplinarias aplicadas a R. dieron cuenta de la falta de internalización del tratamiento seguido, así como de una acabada reflexión y toma de conciencia del hecho que lo encuentra como autor responsable. Todo ello, sin dejar de considerar como circunstancia atenuante de su accionar la falta de una adecuada contención del entorno familiar, circunstancia esencial en la formación del niño y del adolescente, resolviendo reducir la pena del art.80 inc. 7mo. del C.P. a la figura de la tentativa, conforme lo autoriza el art. 4º de la ley 22.278.


Esta Cámara debe examinar, si se han cumplidos los requisitos formales que la ley impone como condición de procedibilidad y tal como lo dispone el art. 52 de la ley 10067 si la pena corresponde a los hechos declarados probados y a las circunstancias de individualización de la pena, conforme los arts. 40 y 41 del C.P.; así como si la pena impuesta cumple la función resocializadora que impone la Constitución Nacional y el Sistema Internacional de los Derechos Humanos con jerarquía constituticional por vía del art. 75 inc. 22 del texto fundamental.    
No se puede ignorar la gravedad propia del ilícito del homicidio cometido para lograr la impunidad, máxime en el caso en que hubo un total desprecio por la vida de la víctima ya que su óbito ocurrió cuando se alejaba del lugar del hecho, haciendo imposible su consumación.


Tal circunstancia no impide considerar en relación a la culpabilidad de los menores que los hechos que pudieran afectar la culpabilidad, adquieren una significación distinta, que no puede dejar de ser examinada al momento de determinar la pena. Así surge del fallo de la CSN. M 1022XXXIX, M, D.E. 7/1205, mencionando como tales, la concreta situación emocional al cometer el hecho, sus posibilidades reales de dominar el curso de los acontecimientos, o bien, la posibilidad de haber actuado impulsivamente o a instancias de sus compañeros.


No hay duda que R. proviene de una familia desintegrada, sin normas de contención adecuadas, con dificultades para integrar su proceso educativo, y problemas adictivos capaces de deteriorar su salud mental y física.


Tales circunstancias han tenido influencia sin duda en su proceso de resocialización; las sanciones disciplinarias que registra R., señalan la falta de adecuación a las normas institucionales, respecto de la autoridad y convivencia con sus pares, y éstas, no son otras que las normas que tendrá que adoptar en la sociedad al momento de obtener la libertad. Ello, unido a la impresión personal y directa del Tribunal al celebrar la audiencia del art.50 de la ley 10067, con deterioro visible a nivel mental y psíquico,  llevan a ponderar la necesidad de aplicarle sanción penal, conforme ley 22.278, reducida ella en la forma determinada para la tentativa, facultad que en el caso implementó el “a quo” en la resolución impugnada.


Que de la conjunción de la ley 22.278 y la Convención del Niño se desprende con claridad, que el derecho penal de Menores está fuertemente orientado al examen de las posibles consecuencias de la aplicación de una pena respecto del condenado, en particular, desde el punto de vista de evitar que la pena privativa de libertad tenga efectos negativos para la reintegración del condenado a la sociedad, de allí que, al momento de determinar la pena, el Tribunal no puede omitir la consideración relativa a  la concreta necesidad de pena, desde la perspectiva indicada, respecto de ese autor en concreto (C.S.J.B.A. c.1174, M., D. E. y otro).


Las circunstancias merituadas que hacen a la valoración de la pena en función de los artículos 40 y 41 del C.P. me llevan a considerar procedente disminuir la pena impuesta considerando el grave deterioro que deviene de sus carencias desde los primeros años de su desarrollo.


Surge de las Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de su libertad, que ello deberá decidirse como último recurso y por el periodo mínimo necesario, limitándose a casos excepcionales y sin excluir la posibilidad de que el menor sea puesto en libertad antes del cumplimiento de la pena.


Entiendo que en el caso la condena aplicada resulta un tanto elevada dentro del contexto del derecho minoril, habida cuenta del aspecto negativo que conlleva la privación de libertad, efectivizada en lugares inadecuados y promiscuos y la prioridad de integración social que requieren los jóvenes, postulo se disminuya la pena impuesta al mínimo de la escala penal correspondiente a la tentativa del delito de homicidio calificado (arts.42, 45, 80 inc. 7º del C.P.) diez años de prisión, accesorias legales y costas, con la salvedad, de que la pena que se opta es la de prisión y no la de reclusión, que también incluye al tipo penal correspondiente.


Si bien se comparte con la Sra. Asesora de Menores que la detención en una Unidad Carcelaria implica una rigurosa medida de coerción penal, sin una clara función reeducadora, el traslado ordenado por el “a quo” deberá efectivizarse una vez que el procesado se halle firme en su calidad de condenado y cumplida su mayoría de edad civil (art. 6º de la ley 22.278), sin perjuicio de que deberá instar el Señor Juez de Menores la inserción del condenado en lugar especial distinto al de los mayores condenados, y realizar los estudios solicitados por la Asesoría de Incapaces, con la intervención promiscua del Servicio técnico del Tribunal y los Organismos especializados que correspondan, a los efectos de adecuar el tratamiento y ejecución de la condena de R., F. E.

  
TAL ES MI VOTO.-


A LA MISMA CUESTION EL SR.JUEZ DR.MORENO: votó en igual sentido y con los mismos fundamentos.-


A LA MISMA CUESTION EL SR. JUEZ DR. IACARUSO:adhiere en igual sentido y con los mismos fundamentos que la Dra.Petriz.-


A LA SEGUNDA CUESTION LA SRA.JUEZA DRA.PETRIZ DIJO:


Atento el resultado obtenido en la cuestión corresponde, en cuanto ha sido materia de recurso, confirmar parcialmente la sentencia del Tribunal de Menores nro. 4 Departamental, con la modificación del monto de pena que se reduce y se fija en diez años de prisión, accesorias legales y costas. ASI LO VOTO.-  


A LA MISMA CUESTION EL SR. JUEZ DR.MORENO: adhiere al resultado arribado.-


A LA MISMA CUESTION EL SR. JUEZ DR.IACARUSO: adhiere al resultado que se arribo.-  


Con lo que terminó el acuerdo, decidiendo el Tribunal dictar la siguiente



        S E N T E N C I A


1) CONFIRMAR PARCIALMENTE la sentencia de primera instancia y CONDENAR a R. F. E., alias “flaco”, argentino, hijo de J. R. R. y de M. G. V., nacido el .............. en localidad de Los Polvorines, Partido de Malvinas Argentinas, Provincia de Buenos Aires, soltero, con D.N.I. Nro. .........., domiciliado en calle ............. de   la localidad de Villa de Mayo, Partido de Malvinas Argentinas, Provincia de Buenos Aires, por ser autor penalmente responsable del delito de HOMICIDIO CALIFICADO, cometido el 14 de setiembre de 2002  en la localidad de Villa de Mayo, Partido de Malvinas Argentinas y del que resultó víctima J. N. G., a la pena de DIEZ AÑOS DE PRISION,ACCESORIAS LEGALES Y COSTAS (arts.5, 12, 19, 29 inc. 3ro., 40, 41, 42, 44 y  80 inc. 7mo. del C.P., 10 inc. a), 22, 23, 24, 31, 37 y 38 de la ley 10.067, 1, 2 y  4  de la Ley 22.278 y 69, 263 y 342 del C.P.P. ley 3589 t.o. por DL 1174/86 en función del art. 3ro. de la ley 12059).


2) HACER SABER al Sr. Juez “a quo” que el traslado a una Unidad Penitenciaria no deberá ser efectivizada hasta la firmeza de la sentencia y mayoría civil del condenado (art.6º de la  ley 22.278).


3) INSTAR a la Dirección del Servicio Penitenciario la inserción del condenado en lugar distinto al de los mayores condenado.   


4) RECOMENDAR al Sr. Juez “a quo” la realización de los estudios pertinentes y que fueran solicitados por la Asesora de Incapaces interviniente. 


Regístrese, notifíquese y devuélvase.

